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VS. 

JUNTA DIRECTIVA DEL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 

DE LOS TRABAJADORES DEL 

GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL 

ESTADO 

EXPEDIENTE 304/2019 

P R I N C I P A L  

 

 Mexicali, Baja California, a doce de agosto de dos mil 

veinte. 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nul idad de la 

negativa ficta recaída a la solicitud de pensión por jubilación 

presentada por la parte actora ante el Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y Municipios 

del Estado de Baja California el dieciocho de noviembre del 

mismo año, al quedar acreditado que la parte actora cumplía 

con los requis itos legales para alcanzar ese beneficio  al momento 

de la presentación de su demanda. 

 

 GLOSARIO: A fin de simplif icar la terminología 

empleada en la presente resolución, se uti l izarán los términos que 

enseguida se relacionan para referir a las leyes, instituciones o 

conceptos s iguientes:  

 

Término 

empleado: 

Ley, institución o concepto referido:  

Ley del Tr ibunal  Ley del Tribunal Estatal de Just icia 

Administrativa del Estado de Baja 

California.  

Constitución 

General 

Constitución Polít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

Constitución Local Constitución Polít ica del Estado Libre y 

Soberano de Baja California.  

Código procesal 

civi l  

Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de Baja California.  



 

Tribunal Tribunal Estatal de Just icia Administrativa 

del Estado de Baja California.  

Instituto Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

de los Trabajadores del Gobierno y 

Municipios del Estado. 

Junta Directiva Junta Directiva del Inst ituto de Seguridad 

y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Gobierno y Municipios del Estado.  

Ley del Instituto Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales para los Trabajadores del Estado 

y Municipios de Baja California 

(publicada el diecisiete de febrero de 

dos mil quince).  

Ley que Regula Ley que Regula a los Trabajadores que 

refiere la fracción I I , apartado B, del 

art ículo 99 de la Constitución Polít ica del 

Estado Libre y Soberano de Baja 

California, en materia de Seguridad 

Social.  

 

R E S U L T A N D O 

 

 I. Demanda de nulidad.- El primero de abril de dos mil 

diecinueve, la parte actora presentó demanda, señalando como 

acto impugnado la negativa ficta recaída a la solicitud de 

pensión por jubilación presentada ante el Instituto  el dieciocho 

de noviembre del mismo año. 

 

 II. Trámite de la demanda.- Mediante acuerdo dictado 

el cuatro de abril  de dos mil diecinueve se admitió la demanda, 

en el que se tuvo como autoridad demandada a la Junta 

Directiva , ordenándose su emplazamiento, a quien se le tuvo por 

contestada la demanda mediante acuerdo de catorce de mayo 

de dos mil diecinueve, en el cual se concedió a la parte actora 

el plazo de quince días para ampliar su escrito de demanda.  

 

 III.  Ampliación de demanda.- Mediante acuerdo 

dictado el diecinueve de junio de dos mil  diecinueve, se admitió 

la ampliación de demanda, corriéndose traslado a la Junta 

Directiva ; a quien se le tuvo por contestada la ampliación de 

demanda mediante auto dictado el veintiséis de agosto de dos 

mil diecinueve. 



 

 IV. Audiencia de pruebas y alegatos.-  La audiencia de 

pruebas y alegatos se celebró el veintiuno de octubre de dos mil 

diecinueve, conforme a lo dispuesto por el art ículo 80 de la Ley 

del Tr ibunal , en la cual, una vez desahogadas las pruebas y 

alegatos se citó a las partes para oír sentencia de primera 

instancia. 

 

 V. Cambio de Titular de Sala.- Por acuerdo dictado el 

treinta de enero de dos mil  veinte, se ordenó hacer saber a las 

partes que a partir del trece de enero de dos mil veinte, la 

Licenciada Alma Ale jandrina Razo Santoyo, Primer Secretaria de 

Acuerdos de la Primera Sala, funge como Magistrada por 

ministerio de ley, Titular de la Primera Sala, otorgándose un plazo 

de cinco días a efecto de manifestar lo que a su interés 

convenga, sin que se hiciera manifestación alguna, por lo que se 

está en condiciones de resolver la controversia planteada.  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

 PRIMERO. Competencia.- Toda vez que la autoridad 

demandada opuso la excepción de incompetencia al contestar 

la demanda, en este apartado se resolverá lo relativo a la 

competencia de esta Sala para resolver la controversia 

planteada. 

 

 En síntesis, la autoridad demandada hace valer la 

incompetencia de este Tribunal  alegando que el actor tiene el 

carácter de trabajador activo por lo que atendiendo a que su 

relación de subordinación laboral con el Gobierno del Estado se 

rige por la Ley del Servicio Civil de los Trabajadores al Servicio de 

los Poderes del Estado y Municipios de Baja California, y, por 

ende, que el competente es el Tribunal de Arbitraje del Estado . 

 

 Añade que el actor se encuentra reclamado el 

otorgamiento de una prestación que necesariamente requiere 



 

que previamente se le f iniquite su relación laboral y en 

consecuencia se le pague por la patronal una serie de 

prestaciones derivadas de la relación laboral, lo cual se infiere 

del segundo párrafo del artículo 67 de la Ley del ISSSTECALI , y 

cuyas prestaciones son consecuencia de la relación laboral 

burocrática, por lo que este Tribunal  no es competente no 

obstante que el art ículo 22, fracción V, de la Ley del Tr ibunal  

establezca que será competente para conocer de los juicios que 

versen sobre pensiones y jubilaciones a cargo del Instituto  pues 

tal supuesto se surte únicamente en los casos en que el 

demandante ha adquirido el carácter de jubi lado o pensionado, 

supuesto que no se actualiza toda vez que el demandante 

conserva aún su carácter de trabajador en activo.  

 

 El planteamiento expuesto por la autoridad es 

infundado. 

 

 Lo anterior se afirma dado que, contrario a su sentir,  la 

fracción V del art ículo 22 de la Ley del Tribunal  otorga 

competencia para conocer de los asuntos que versen sobre 

pensiones y jubilaciones a cargo del Instituto , s in dist inguir 

aquellos en los que el solicitante tenga el carácter de trabajador 

o cuando ya se reconozca como pensionado, puesto que la 

relación que une a un asegurado y el instituto asegurador no es 

de carácter laboral s ino administrativo, independientemente de 

que la ley de la materia es tablezca que el disfrute a la pensión 

está condicionado a que previamente el trabajador haya 

finiquitado la relación laboral que lo unía con el Estado 

empleador.  

 

 Es por ello que al demandarse en el presente juicio una 

resolución negativa ficta atribuible  a la Junta Directiva  del 

Instituto , mediante la cual se entiende negado el derecho a la 

pensión por jubilación, esta Sala asume la competencia, en 

términos de lo dispuesto por los artículos 1, 22, fracción V, y 45 de 

la Ley del Tribunal . 

 



 

 Los citados preceptos legales aludidos establecen lo 

siguiente: 

 “ARTÍCULO 1. -  E l  T r ibunal  Estatal  de Just icia Administrat iva de 

Baja Cal i forn ia, es un Órgano Const i tucional Autónomo, 

independiente de cualquier  autor idad, dotado de plena autonomía 

jur isd iccional,  administ rat iva y de gest ión presupuestal ,  e imper io 

suf ic iente para hacer cumpl ir  sus resoluciones.  
 

 E l  T r ibunal  tendrá a su cargo, d i r imir  las controvers ias de 

carácter administrat ivo y f i scal que se susciten entre la Administ ración 

Públ ica del Estado, los Munic ip ios,  Ent idades Paraestatales,  

Paramunic ipales y  los part iculares; así  como entre el  f i sco estatal  y  los 

f iscos munic ipales,  sobre preferencias en el  cobro de créditos 

f iscales.”  
 

 “ARTÍCULO 22.-  Las Salas del  Tr ibunal  Estatal  de Just ic ia 

Administ rat iva son competentes para conocer de los ju ic ios que se 

promuevan en contra de los actos o resoluciones def in it ivas s iguientes:  
 

 [ . . . ]  
 

 V.-  Los que versen sobre pens iones y jubi laciones, a cargo del 

Inst ituto de Segur idad y Serv ic ios Sociales para los Trabajadores del  

Estado y Munic ip ios de Baja Cal i forn ia. ”  
 

 “ARTÍCULO 45.-  La demanda deberá formularse por escr i to y 

presentarse directamente ante la Sala correspondiente al  domici l io 

del actor o enviarse por correo cert if icado, dentr o de los quince días 

s iguientes, a aquel en que haya surt ido efectos la not if icación del 

acto o resolución impugnados, o al  d ía en que se haya tenido 

conocimiento del  mismo.  
 

 En los casos de negat iva f icta, el  interesado podrá interponer la 

demanda en cualquier  t iempo mientras no se dicte resolución expresa,  

y s iempre que haya t ranscurr ido el  término en que esta autor idad 

debió dictar resolución.  A fal ta de término establecido, el  s i lencio de 

las autor idades administrat ivas se cons iderará resolución negat i va 

cuando transcurran sesenta días naturales. ”  
 

 En el caso, se surte el citado supuesto de 

competencia, en razón de que la materia es de naturaleza 

administrativa; lo anterior, atendiendo a que, conforme a lo 

dispuesto por la ley que r ige al Instituto , la relación jur ídica que 

se entabla entre los órganos del Estado facultados para resolver 

sobre la solicitud de pensión por jubi lación y el particular 

solicitante es de supra a subordinación, por ende, de naturaleza 

administrativa, de ahí que se surta la  competencia de este 

Tribunal .  

 

 Sobre el tema, la citada Ley del Instituto , vigente en la 

época en que se presentó la sol icitud de jubilación, establecía lo 

siguiente: 



 

 “Art ículo 58. -  E l  derecho a jubi lación y a las pens iones por ret iro 

de edad y t iempo de serv ic io,  inval idez o muerte, nace cuando el  

trabajador o sus famil iares derechohabientes,  se encuentre en los 

supuestos cons ignados en esta Ley y sat isfagan los requis i tos que la 

misma señale.  
 

 E l  Inst ituto deberá resolver la sol ic itud de pens ión en un plazo 

no mayor de quince días, a part ir  de la fecha en que quede integrado 

el  expediente.  Dentro de los quince días inmediatos s iguientes,  el  

Of ic ial  Mayor del Gobierno del Estado, o quien tenga esa facul tad en 

los Organismos Públ icos incorpo rados al  régimen que esta Ley 

establece, revisará y  resolverá en def in it iva acerca de la sol icitud de 

que se t rata,  para los efectos que expresa la pr imera parte del  Art ículo 

120 de esta Ley.”  
 

 “Art ículo 60. -  Cuando un t rabajador a quien se haya otorgado 

una pens ión, s iga en serv ic io s in  haberla dis frutado, podrá renunciar 

a el la y obtener otra de acuerdo con las cuotas aportadas y e l  t iempo 

de serv ic ios prestados con poster ior idad.”  
 

 “Art ículo 63. -  E l  Inst i tuto podrá ordenar en cualquier  t iempo, la 

ver i f icación de la autent ic idad de los documentos y la just if icación de 

los hechos que hayan serv ido de base para conceder una pens ión.  
 

 Cuando se sospechase que son falsos, el  Inst i tuto, con 

audiencia del  interesado, procederá a la respect iva revis ión y  de 

comprobar la fal sedad ordenará la suspens ión del  pago de la misma 

y su cancelación y denunciará los hechos a l  Min ister io Públ ico, para 

los efectos que procedan.”  
 

 “Art ículo 67. -  T ienen derecho a la jubi lación los t rabajadores 

con 30 años de serv icios e  igual t iempo de contr ibución al  Inst i tuto, en 

los términos de esta Ley, cualquiera que sea su edad.  
 

 La jubi lación dará derecho al  pago de una cant idad 

equivalente al  100% del sueldo def in ido en el  Art ículo 72 y su 

percepción comenzará a part ir  del  día s iguiente a aquel  en que el  

trabajador hubiese dis frutado en últ imo sueldo por haber causado 

baja.”  
 

 “Art ículo 116. -  Corresponde a la Junta Direct iva:  
 

 [ . . . ]  
 

 IV.  Conceder, negar,  suspender,  modif icar y  revocar las 

jubi laciones y pens iones en los término s de esta Ley;”  
 

 “Art ículo 120. -  Los acuerdos de la Junta Direct iva por los cuales 

se concedan, n iegue, modif iquen, suspendan o revoquen las 

Jubilaciones y  Pens iones a que esta Ley se ref iere,  serán sancionados 

por el  E jecut ivo del  Estado para que puedan ser e jecutados.  
 

 Las demás resoluciones de la Junta Direct iva que afecten 

intereses part iculares, podrán recurr i rse ante la misma dentro de los 

quince días s iguientes. S i  la Junta sost iene su resolución,  los 

interesados podrán acudir  ante el  Gobernador de l Estado dentro de 

los quince días s iguientes; para que éste resuelva en def in it iva.”  

 

 De los transcritos preceptos legales se deduce lo 

siguiente: 

 



 

 1.- La Ley confiere a determinados órganos del Estado 

la facultad para decidir respecto a la pensión por jubilación que 

soliciten los interesados.  

 

 2.- Es indudable que se trata de potestades 

irrenunciables, al ser pública la fuente de la que derivan que es, 

precisamente, la ley.  

 

 3.- Al resolver sobre la solicitud de pensión por 

jubilación planteada por los interesados, se impone la voluntad 

unilateral de los órganos del Estado, puesto que no se requiere 

del consenso del particular ni de la intervención de los órganos 

jur isdiccionales. Baste para ello examinar la ley de la materia y, 

específ icamente, el numeral en donde se dota de la potestad 

respectiva a la Junta Directiva  para resolver sobre pensiones y 

jubilaciones.  

 

 4.- Esta clase de decisiones es indudable que afecta 

la esfera jurídica del part icular en tanto que, conforme a las 

disposiciones legales transcritas, la resolución que recaiga a la 

petición de la pensión por jubilación (expresa o ficto) implica el 

reconocimiento del derecho a obtener dicha pensión, previsto 

por la ley a favor de los trabajadores con treinta años o más de 

servicios e igual tiempo de cotización al inst ituto asegurador.  

 

 Las característ icas antes anotadas configuran una 

relación de supra a subordinación entre los órganos del Estado 

facultados para resolver sobre la solicitud de pensión por 

jubilación y el trabajador solicitante, por ende, de naturaleza 

administrativa y de la competencia de este Tr ibunal , conforme a 

lo dispuesto por los art ículos 1 y 22, fracción V, de la Ley del 

Tribunal.  

 

 Sirve de apoyo a lo expuesto la siguiente 

jur isprudencia 2a./J. 111/2005 de la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación con número de registro 177279, 



 

consultable en la página 326 del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta correspondiente al mes de septiembre 

de dos mil cinco, tomo XXII, de rubro y texto siguientes.  

 

“INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 

DEL ESTADO. LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DICTADAS POR 

AQUÉL O POR SUS ÓRGANOS DEPENDIENTES,  QUE CONCEDAN, NIEGUEN, 

REVOQUEN, SUSPENDAN, MODIFIQUEN O REDUZCAN LAS PENSIONES, SON 

ACTOS DE AUTORIDAD IMPUGNABLES A TRAVÉS DEL JU ICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PREVIAMENTE AL AMPARO, SALVO QUE 

SE ACTUALICE ALGUNA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD.  

Conforme a los art ículos 51, antepenúlt imo y últ imo párrafos,  de la Ley 

del Inst i tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tr abajadores del 

Estado y 46, f racción I I ,  del  Estatuto Orgánico del  propio Inst i tuto, éste 

está facul tado legalmente para conceder, negar, suspender,  

modif icar  o revocar las pensiones; resoluciones que const i tuyen actos 

de autor idad en tanto que afectan en forma uni lateral  la esfera 

jur ídica del part icular s in  necesidad de contar  con su consenso o de 

acudir  previamente a los tr ibunales. Por tanto, en términos del  art ículo 

83 de la Ley Federal  de Procedimiento Administ rat ivo,  tales actos son 

impugnables optat ivamente a través del recurso de revis ión o por 

medio del  juicio contencioso administrat ivo ante el  T r ibunal  Federal 

de Just icia Fi scal y Administ rat iva, previamente al  juicio de garantías, 

acorde con el  precepto 11,  f racción VI,  de la Ley Orgánica del 

Tr ibunal citado, con la salvedad de que no habrá obl igación de 

agotar el  ju icio ordinario indicado cuando se actual ice alguna 

excepción al  pr incip io de def init iv idad previsto en la f racción XV del  

art ículo 73 de la Ley de Amparo. En esta tesi tura,  se concluye  que 

debe abandonarse parcialmente el  cr i ter io establecido en la tesis  2a. 

XLVI I/2001,  publ icada en el  Semanario Judicial  de la Federación y  su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XI I I ,  mayo de 2001, página 454, con el 

rubro:  " INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOC IALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO. PARA DETERMINAR CUÁL ES EL ÓRGANO 

JURISDICCIONAL QUE DEBE CONOCER DE LOS JUICIOS LABORALES EN 

LOS QUE SE RECLAME EL PAGO DE PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL 

A ESE ORGANISMO, DEBE ATENDERSE AL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL QUE  

RIGE EL VÍNCULO LABORAL DEL QUE ÉSTAS DERIVAN.",  para establecer 

que no es apl icable en los casos en que únicamente se demanden al  

refer ido Inst i tuto las resoluciones (órdenes) mediante las cuales haya 

concedido,  negado, suspendido,  revocado, modif icado o  reducido la 

pensión respectiva.”  

 Asimismo, es i lustrativo al respecto el criterio sostenido 

por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Just icia de la Nación 

en la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 71/98, 

consultable en la página 50 del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta IX, de marzo de 1999, en la parte que 

interesa establece lo siguiente:  

 

 “De lo reproducido precedentemente se desprende que la 

actual  integración de esta Suprema Corte est ima que se t rata de una 

autor idad para efectos del amparo la que emite actos uni laterales a 

través de los cuales crea,  modif ica o ext ingue por s í  o ante s í ,  

s ituaciones jur íd icas que afectan la esfera legal  de los gobernados, 

s in la necesidad de acudir  a los órganos judic iales n i del  consenso de 

la voluntad del  afectado. Esto es,  autor idad es la que ejerce 



 

facul tades decisor ias que le están atr ibuidas en la ley y que por ende 

const ituyen una potestad administ rat iva,  cuyo ejerc ic io es 

i r renunciable,  al  ser  de naturaleza públ ica la fuente de tal  potestad, 

abandonando el  cr i ter io tradic ional de disponib i l idad de la fuerza 

públ ica como dist int ivo del concepto que se anal iza.  

 

 Aunado a lo anter iormente expuesto, esta Sala est ima que el 

concepto de autor idad responsable está dado, en pr imer lugar,  po r  

exclus ión de los actos de part iculares, tal  como se expuso al  pr incip io 

del  presente cons iderando. En efecto,  la naturaleza,  antecedentes y 

evolución del ju ic io de amparo apuntan a sostener que éste es 

improcedente contra actos de part iculares, de lo que  se s igue, 

haciendo una interpretación en sent ido contrar io,  que para anal izar  

la procedencia del ju ic io debe atenderse a que s i  el  acto reclamado 

no es de part iculares, el  ju ic io será procedente. Lo expuesto 

anter iormente revela que debe atenderse a la cl as if icación que la 

Teoría General  del  Derecho hace de las relaciones jur ídicas de 

coordinación,  supra a subordinación y  supraordinación. Las pr imeras 

corresponden a las entabladas entre part iculares y para dir imir  sus 

controvers ias se crean en la legis laci ón los procedimientos ordinar ios 

necesar ios para vent i lar las, dentro de este t ipo de relaciones se 

encuentran las que se regulan por el  derecho civ i l ,  mercant i l  y laboral .  

La nota dist int iva de este t ipo de re laciones es que las partes 

involucradas deben acudir  a los tr ibunales ordinar ios para que 

coact ivamente se impongan las consecuencias jur íd icas establecidas 

por el las o contemplada por la ley,  estando ambas en el  mismo n ivel ,  

ex ist iendo una bi lateral idad en el  funcionamiento de las relaciones de 

coordinación. Las relaciones de supra a subordinación son las que se 

entablan entre gobernantes y  gobernados y  se regulan por el  derecho 

públ ico que también establece los procedimientos para vent i lar los 

confl ictos que se susciten por la actuación de los órganos  del Estado, 

entre el los destaca el  contencioso administ rat ivo y los mecanismos de 

defensa de los derechos humanos. Este t ipo de relaciones se 

caracter izan por la uni lateral idad y, por el lo,  la Const itución establece 

una ser ie de garant ías indiv iduales com o l imitaciones al  actuar de 

gobernante,  ya que el  órgano del Estado impone su voluntad s in 

necesidad de acudir  a los t r ibunales. F inalmente, las relaciones de 

supraordinación son las que se establecen entre los órganos del  propio 

Estado.  

 

 Para def in i r  el  concepto de autor idad responsable cabe 

anal izar s i  la relación jur íd ica que se somete a la decis ión de los 

órganos jur isd iccionales de amparo se ubica dentro de las 

denominadas de supra a subordinación,  debe part i rse del supuesto de 

que el  promovente debe tener el  carácter de gobernado, para lo cual 

resulta en la práct ica más sencil lo anal izar,  en pr imer lugar, s i  se t rata 

de una relación de coordinación, la que por su propia naturaleza 

debe tener un procedimiento claramente establecido para vent i lar  

cualquier controvers ia que se suscite,  por  e jemplo un ju ic io c iv i l ,  

mercant i l  o laboral .  De no contemplarse este procedimiento, y s iendo 

el  promovente un gobernado, debe l legarse a la conclus ión de que 

se t rata de una relación de supra a subordinación,  exist iend o 

entonces una autor idad responsable.”  

 

 En conclusión, el art ículo 22, fracción V, de la Ley del 

Tribunal  no hace la distinción que refiere la demandada, en el 

sentido de que el Tr ibunal  será competente para conocer de 

actos que versen sobre pensiones y jubilaciones una vez que el 

trabajador haya finiquitado la relación laboral que guarda con 



 

el ente patrón, y se explica porque el hecho de que subsista la 

relación laboral entre la parte actora y el Estado patrón no 

impide que se configure la diversa relación jurídica de supra a 

subordinación entre el actor y el instituto asegurador, con motivo 

de la solicitud que aquel les dirige para que se le otorgue la 

pensión que la ley contempla a su favor; por el contrario, de lo 

dispuesto por los art ículos 60 y 67 de la Ley del Inst ituto , antes 

transcritos, se aprecia que es posible que un trabajador siga en 

servicio aun cuando se le haya reconocido el derecho a la 

pensión y lo que la ley dispone al respecto es que el trabajador 

no podrá disfrutar de la pensión, s ino hasta que haya causado 

baja. 

 

 Por otra parte, las atr ibuciones que la ley confiere a los 

órganos del Inst ituto  para resolver de manera unilateral con 

efectos jurídicos part iculares y directos, respecto a la pensión por 

jubilación, no se l imita a los casos en que el trabajador cuente ya 

con el carácter de pensionado, sino que incluye el propio 

reconocimiento del derecho a obtener la pensión o su 

revocación, lo que se deduce de lo dispuesto por los art ículos 58, 

63 y 116, fracción IV, antes transcritos, de lo cual se sigue que la 

materia es administrativa y, por ende, de la competencia de este 

Tribunal , aun cuando subsista la relación laboral entre el 

particular sol icitante de la pensión y el Estado patrón y aun 

cuando el particular no haya adquirido el carácter de 

pensionado. 

 

 Al respecto, en sesión celebrada el catorce de 

diciembre de dos mil diecis iete, el Pleno de este Tr ibunal  aprobó 

jur isprudencia en la que se sostuvo el criterio de que la baja en 

el empleo es un requis ito para el goce de la pensión por 

jubilación y no para que el trabajador la tramite u obtenga su 

reconocimiento. Se transcribe a continuación el rubro y texto de 

la tesis de jurisprudencia 3/2017 de este Tr ibunal  que resulta 

obligatoria en términos del art ículo 95, segundo párrafo de la Ley 

del Tribunal .  



 

 

"PENSIÓN POR JUBILACIÓN. LA BAJA EN EL  EMPLEO ES UN REQUISITO 

PARA SU GOCE Y NO PARA QUE EL  TRABAJADOR LA TRAMITE U OBTENGA 

SU RECONOCIMIENTO. ( INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 67 DE LA LEY DEL 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 

DEL GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO.  De una interpretación 

gramatical,  s i s temática e hi stór ica  del precepto legal  en cita, se 

concluye que la baja en el  empleo no es un requis i to para que el  

trabajador t ramite su pensión por jubi lación u obtenga su 

reconocimiento,  s ino sólo para su goce ya que de su pr imer párrafo se 

entiende que los trabajadores q ue cumplan con un mínimo de edad y 

ciertos años de serv icio e igual t iempo de contr ibución al  inst i tuto 

asegurador t ienen derecho a la jubi lación,  mientras que en su 

segundo párrafo prescr ibe que "La jubi lación dará derecho al  pago 

de una cantidad equivalente al  100% del salar io regulador definido en 

el  art ículo 72 y su percepción comenzará a part i r  del  día s iguiente a 

aquél en que el  t rabajador hubiese disf rutado el  úl t imo sueldo por 

haber causado baja" ;  de lo cual  se concluye que, mientras el  derecho 

a la pensión por jubi lación surge cuando el  t rabajador cumple los 

requis i tos legales para tal  efecto como son cierta edad y años de 

servicio y  cotización,  su percepción o pago procede después de que 

el  t rabajador causa baja. Esto es así  porque la expresión " re quis i to" se 

entiende como una "ci rcunstancia o condición necesaria para algo", 

mientras que "percepción" debe entenderse como la "acción y efecto 

de recibi r  algo" . Además,  de los art ículos 58 y  117 de la ci tada ley se 

concluye que el  reconocimiento del der echo de la jubi lación es un 

requis i to para la percepción de la pensión,  tan es así  que debe 

presentarse una sol icitud previo a su otorgamiento.  Finalmente,  dado 

que la porción normativa interpretada es idéntica a la del mismo 

precepto en la abrogada Ley de l Inst i tuto publ icada en el  Per iódico 

Oficial  de fecha 20 de diciembre de 1970, se inf iere que el  legis lador 

no tuvo intención de modif icar  el  s i stema normativo contenido en el  

Reglamento para el  Otorgamiento de Pensiones a los Asegurados del 

Inst i tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del  Estado, en cuyo art ículo 9 dispone que el  

Director  General  del  Inst i tuto mantendrá copia del Dictamen 

sancionado por el  E jecutivo Estatal  a la dependencia donde labore el  

sol icitante de pensión, para efecto de su correspondiente baja como 

trabajador;  lo cual indica que la baja del t rabajador es poster ior a la 

emisión del  acto que concede la jubi lación.”  

 

 En las condiciones relatadas, es infundado que el 

reclamo de prestaciones laborales, como lo refiere la autoridad 

demandada, forme parte de la controversia administrativa 

propuesta por la parte actora, sino que únicamente implica que, 

en caso de que el particular cumpla con los requisitos legales 

para tener derecho a la jubilac ión, la autoridad administrativa 

deberá condicionar el goce de ese beneficio de seguridad social 

a que el trabajador finiquite su relación laboral por la vía y 

medios legales a su alcance.  

 

 Sin que incida en lo antes resuelto el hecho de que el 

art ículo 14 de la Ley del Instituto  establezca que las controversias 



 

que surjan sobre la aplicación de dicha ley, así como todas 

aquellas en las que el Instituto tuviera el carácter de actor o 

demandado, serán competencia de los Tribunales del Estado, en 

razón de que dicho precepto no otorga competencia al Tr ibunal 

de Arbitraje del Estado para conocer de las que versen sobre 

pensiones y jubilaciones.  

 

 Por lo anteriormente expuesto, se concluye que esta 

Primera Sala del Tribunal ,  con residencia en esta ciudad, es 

competente para conocer de la presente controversia, de 

conformidad a lo dispuesto por los artículos 1, 21, 22, fracción V 

y 45, de la Ley del Tribunal, por tratarse de un juicio promovido 

contra una resolución que versa sobre pensión de jubilación, a 

cargo del Instituto , y porque la ubicación del domicil io de la 

parte actora se encuentra dentro de la circunscripción terr itorial 

de esta Sala.  

 

 SEGUNDO. Existencia del acto impugnado.- En relación 

a la existencia de la resolución impugnada, según se deduce de 

autos, la resolución negativa ficta que se somete a la potestad 

de esta Sala se integra con los siguientes elementos:  

 

 a).- Solicitud de jubilación presentada por el actor el 

dieciocho de noviembre de dos mil catorce, cuya copia 

fotostática exhibe con sel lo de recibido en original por el 

Departamento de Pensiones y Jubilaciones  del Instituto . 

 

 b).- El s i lencio de la autoridad para resolver la sol icitud 

hecha por el demandante.  

 

 c).-  El transcurso de sesenta días naturales s in que la 

autoridad haya dado respuesta a la solicitud y la haya notificado 

a la parte actora.  

 



 

 Elementos que han quedado acreditados en el 

presente juicio como se advierte de lo narrado por la parte 

actora en el hecho 3 de su demanda, de la sol icitud de jubilación 

y anexos que adjuntó a su escrito inicial, documentales que, 

adminiculadas con el reconocimiento expreso que de su 

contenido hizo la autoridad demandada, t ienen valor probatorio 

pleno conforme a los artículos 285, fracción VII I , 400 y 414, del 

Código procesal civi l , de aplicación supletoria, y que tienen la 

eficacia demostrativa para de ellos advert ir que el dieciocho de 

noviembre de dos mil catorce la parte actora solicitó el 

otorgamiento de su pensión por jubilación por considerar que 

cumple con los requis itos establecidos en la Ley del Instituto , 

vigente en la época de la solicitud; por lo que, al primero de abril 

de dos mil diecinueve, fecha de presentación de la demanda, 

han transcurrido en exceso sesenta días naturales, sin que la 

autoridad demandada demostrara que dio respuesta a la 

solicitud efectuada y se la haya notificado a la actora.  

 

 Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el 

art ículo 45, cuarto párrafo, de la Ley del Tribunal , el cual, 

respecto a la configuración de la negativa ficta, remite en primer 

orden al plazo que la ley que ri ja al acto contemple para que el 

si lencio de la autoridad configure la resolución negativa ficta, 

empero, el artículo 58 de la Ley del Instituto , vigente en la época 

de la solicitud establecía lo siguiente: "[...] El instituto deberá 

resolver la solicitud de pensión en un plazo no mayor de quince 

días, a part ir  de la fecha en que quede integrado el expediente 

[...]”, s in que estableciera plazo para que el si lencio de la 

autoridad configure negativa ficta, motivo por el cual, de 

conformidad con la Ley del Tribunal , debe entenderse que, en la 

especie, la negativa ficta se configura transcurrid os sesenta días 

naturales.  

 

 Por lo tanto, la existencia del acto impugnado quedó 

debidamente acreditada en autos con la solicitud de jubi lación 

antes mencionada. 



 

 

 TERCERO. Causales de improcedencia.-  Por ser una 

cuestión de orden público y de estudio preferente, se procede a 

analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento hechas 

valer por la autoridad demandada.  

 

 La Junta Directiva , hace valer que se actualizan las 

causales de improcedencia y la de sobreseimiento previstas en 

los art ículos 40, fracción I I  y 41, fracción I I  de la Ley del Tribunal , 

aduciendo que a la fecha de la presentación de su solicitud el 

actor no tenía derecho a sol icitar el beneficio consagrado en el 

art ículo 67 de la Ley del Instituto , por lo que la negativa no le 

depara afectación alguna en su esfera jurídica puesto que al 

momento de presentar su solicitud no tenía derecho a recibir la 

jubilación, pues en esa fecha no había reunido los requisitos 

legales para que le fuera otorgada la pensión . 

 Las causales reseñadas deben desestimarse , en razón 

de que el cumplimiento o no de los requisitos de la parte actora 

para obtener su jubilación constituye una cuestión que atañe al 

fondo de la controversia planteada.  

 

 Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia P ./J. 

135/2001 del Pleno de la Suprema Corte de Just icia de la Nación, 

consultable en la página 5 del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, tomo XV, correspondiente al mes de 

enero de dos mil dos, Novena Época, de rubro y textos siguientes:  

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI  SE HACE VALER UNA 

CAUSAL QUE INVOLUCRA EL  ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ 

DESESTIMARSE.  Las causales de improcedencia del juicio de garantías 

deben ser claras e inobjetables,  de lo que se desprende que s i  se hace 

valer una en la que se involucre una argumentación ínt imamente 

relacionada con el  fondo del negocio, debe desest imarse.”  

 

 Al no hacerse valer diversas causales de 

improcedencia y sobreseimiento, ni advertirse de autos la 

actualización de alguna de las previs tas en la Ley del Tribunal , el 

presente juicio es procedente. 

 



 

 Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia con 

número de registro 161614, emit ida por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que 

enseguida se reproduce. 

 
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU 

EXAMEN OFICIOSO POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA VERIFICAR LA 

ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA DE LAS CAUSALES RELATIVAS SI NO LA S 

ADVIRTIÓ Y LAS PARTES NO LAS INVOCARON.  Conforme al  art ículo 202,  

úl t imo párrafo, del Código Fiscal de la Federación,  vigente hasta el  31 

de dic iembre de 2005,  las causales de improcedencia deben 

anal izarse aun de of icio, lo que debe entenderse en el  sen tido que se 

estudiarán tanto las que hagan valer las partes como las que advierta 

el  t r ibunal  que conozca del  asunto durante el  juicio, lo que t raerá 

como consecuencia el  sobreseimiento, de conformidad con el  art ículo 

203,  f racción I I ,  del  mismo ordenamien to y vigencia,  ambas porciones 

normativas de contenido idéntico al  texto vigente de los art ículos 8o. ,  

úl t imo párrafo y 9o. ,  f racción I I ,  respectivamente, de la Ley Federal  de 

Procedimiento Contencioso Administrat ivo. Por  tanto, la 

improcedencia del  juicio  contencioso administ rat ivo pueden hacerla 

valer las partes,  en cualquier t iempo, hasta antes del  dictado de la 

sentencia, por  ser  una cuest ión de orden públ ico, cuyo estudio es 

preferente; pero este derecho de las partes es también una carga 

procesal  s i  es que se pretende vincular  al  t r ibunal  del conocimiento a 

examinar determinada deficiencia o ci rcunstancia que pueda 

actual i zar el  sobreseimiento.  En ese contexto, las causales de 

improcedencia que se invoquen y las que advierta el  tr ibunal deben 

estudiarse,  pero s in  l legar al  extremo de imponer le la carga de 

ver i f icar,  en cada asunto,  s i  se actual i za o no alguna de las previstas 

en el  art ículo 202 del código en mención, en vi rtud de que no exi ste 

disposición alguna que, en forma precisa, lo ordene. Así  las  cosas, s i  

exi ste una causal de improcedencia que las partes pretendan se 

declare, deben asumir la carga procesal de invocarla para v incular al  

tr ibunal y , sólo entonces, tendrán el  derecho de exigi r  el  

pronunciamiento respectivo.”  

 

 CUARTO. Método de estudio.- En la presente resolución 

se omite la transcripción tanto de los motivos de inconformidad 

expresados por la parte actora así como de los argumentos 

defensivos expresados por la parte demandada por razones de 

economía procesal y técnica jurídica orientada a nuevos 

modelos de sentencia que se sustentan en principios de 

simplicidad, facil idad en la lectura y compresión; sin que con el lo 

se infrinja norma legal alguna o se agravie a las partes, toda vez 

que no existe disposición jur ídica que constriña a r ealizar tales 

transcripciones, además de que el art ículo 82, fracción I, de la 

Ley del Tribunal ,  impone el deber de que las sentencias que dicte 

el Tr ibunal  contengan la fi jación clara y precisa de los puntos 



 

controvert idos, no así su reproducción, por lo que en la presente 

resolución se realizara el análisis sistemático y exhaustivo de 

todos los planteamientos hechos valer.   

 

 QUINTO. Legislación aplicable.-  Este órgano 

jur isdiccional considera que para resolver el derecho de 

jubilación que reclamó la parte actora en el juicio, resulta 

aplicable la Nueva Ley del Inst ituto  vigente a part ir del dieciocho 

de febrero de dos mil quince, y los art ículos  transitorios Segundo, 

Tercero y Séptimo de la Ley que Regula , conforme a lo dispuesto 

en el art ículo Quinto Transitorio de la Ley del Instituto , ya que la 

demanda se presentó cuando ya estaba en vigor la Nueva Ley 

del Instituto , s in que su aplicación atente contra la garantía de 

irretroactividad de la ley que establece el art ículo 14 de la 

Constitución Nacional , ya que la Ley del Inst ituto  abrogada no es 

de aplicación retroactiva al caso, puesto que r ige solamente 

para quienes ya tenían incorporado a su favor el derecho  a la 

jubilación, es decir, quienes ya contaban con los requisitos 

establecidos para ello y, además, habían decidido optar por la 

jubilación. 

 

 Sirven de sustento la tesis de jur isprudencia emitida por 

el Pleno y la tesis aislada de la Segunda Sala, ambos de la 

Suprema Corte de Just icia de la Nación, que se transcriben 

enseguida: 

 

“ISSSTE. LAS MODIFICACIONES AL ANTERIOR SISTEMA DE PENSIONES NO 

TRANSGREDE LA GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY (ARTÍCULO 

DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ABRIL  DE 

2007).  Conforme a las teor ías de los derechos adqui r idos y de los 

componentes de la norma, la pensión no es un derecho que adquieran 

los trabajadores al  momento de comenzar a laborar  y  cotizar  al  

Inst i tuto,  dado que su otorgamiento está con dicionado al  

cumpl imiento de ciertos requis i tos,  incluso,  el  art ículo 48 de la ley 

derogada expresamente establecía que el  derecho a las pensiones 

de cualquier  naturaleza nace cuando el  t rabajador o sus fami l iares 

derechohabientes se encuentren en los supuestos consignados en la 

ley y  sati sfagan los requis i tos que la misma señala. En esa vi rtud, s i  el  

art ículo décimo transitor io, para el  otorgamiento de una pensión por 

jubi lación a part i r  del  1o. de enero de 2010,  además de 30 años de 

cotización para los hombres y  28 años para las mujeres,  establece 

como requis i to 51 años de edad para los hombres y  49 para las 



 

mujeres, la que se incrementará de manera gradual hasta l legar a los 

60 y  58 años respect ivamente,  en el  año 2026,  aumento que también 

se ref leja para  la pensión de ret i ro por edad y t iempo de servicios de 

56 a 60 años y  para la de cesantía en edad avanzada de 61 a 65 años, 

igualmente de manera gradual ,  lo que impl ica que en relación con el  

s i s tema pensionario anter ior los t rabajadores deben laborar más  años; 

el lo no provoca una violación a la garantía de i r retroactividad de la 

ley que establece el  art ículo 14 de la Const i tución Pol í t ica de los 

Estados Unidos Mexicanos, habida cuenta que no afecta los supuestos 

parciales acontecidos con anter ior idad a la  entrada en vigor  de la ley 

actual ,  puesto que no se desconocen los años de servicios prestados 

al  Estado ni  las cotizaciones real i zadas durante ese periodo. ”  

Época: Novena Época ,  Registro: 166382, Instancia:  Pleno, T ipo de 

Tesi s:  Jur i sprudencia,  Fuente: Semanario Judicial  de la Federación y su 

Gaceta,  Tomo XXX,  Septiembre de 2009, Mater ia(s):  Const i tucional,  

Laboral ,  Tesis :  P./J. 125/2008,  Página: 35.  

 

“JUBILACIÓN. EL ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO DEL 

DECRETO 241 QUE REFORMÓ LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

SERVICIOS SOCIALES DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, NO VIOLA LA 

GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY.  E l  art ículo décimo tercero 

transi tor io mencionado, que establece que los t rabajadores del 

Estado de Nuevo León que ya tenían derecho a la jubi lació n a la 

fecha de entrada en vigor de la Ley del Inst i tuto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores de ese Estado, o bien,  que se 

encontraban cerca de obtener ese derecho, podían optar entre el  

pago de la pensión correspondiente en los términos establecidos en 

la ley anter ior o de conformidad con el  nuevo ordenamiento, no 

resulta retroactivo, en vi rtud de que r ige solamente para quienes ya 

tenían incorporado a su favor el  derecho a la jubi lación,  es deci r ,  

quienes ya contaban con los años de serv icio requeridos para el lo y,  

además, habían decidido optar  por la jubi lación.  Lo anter ior en vi r tud 

de que el  derecho a la jubi lación no nace inmediatamente cuando se 

pacta, s ino que está condicionado al  cumpl imiento de algunos 

requis i tos,  como cumpl i r  cie rto número de años de servicio, que de no 

actual i zarse impedirá que se adquiera ese derecho; de igual manera,  

s i  no se optó por la jubi lación, no se actual i zaron los supuestos de la 

norma, es deci r ,  s i  en su momento quien tenía derecho a jubi larse con 

los porcentajes inherentes al  t iempo de servicio correspondiente, no 

hizo valer ese derecho, no se actual izó en su beneficio el  supuesto 

previsto por la norma. Además, debe tenerse presente que el  propio 

precepto trans itor io estableció que aquel las personas qu e contaran 

con los años de servicio requeridos para obtener su jubi lación, o bien, 

que encontrándose próximos a cumpl i r los,  tenían la posibi l idad de 

decidir  cuál  opción elegían para el  pago de su pensión,  lo cual debían 

informar a más tardar el  t reinta y  uno de diciembre de mi l  novecientos 

noventa y cuatro, lo que const i tuyó un beneficio extra para quienes 

todavía no contaban con el  derecho a la jubi lación.”  

 

Época: Novena Época, Regist ro: 192636, Instancia: Segunda Sala, T ipo 

de Tesi s:  Ais lada, Fuente:  Sem anario Judicial  de la Federación y su 

Gaceta,  Tomo X,  Diciembre de 1999,  Mater ia(s):  Const i tucional,  

Laboral ,  Tesis :  2a.  CXLVI I/99,  Página: 405.  

 

 Se transcriben las disposiciones antes señaladas:  

 

 De la Ley del Instituto .  

 



 

 “ARTÍCULO 67. -  T ienen derecho a la jubi lación los t rabajadores 

que tengan como mín imo 60 años de edad y 30 años de serv ic io e 

igual t iempo de contr ibución al  Inst ituto,  en los términos de esta Ley;  

las leyes que regulan a los trabajadores que se señalan en  las 

fracciones I  y I I ,  Apartado B, del art ículo 99 de la Const itución Pol í t ica 

del  Estado L ibre y  Soberano de Baja Cal i forn ia,  s in  per ju ic io de lo 

anter ior ,  podrán prever edad diversa.  
 

 La jubi lación dará derecho al  pago de una cant idad 

equivalente al  100% del salar io regulador def in ido en el  art ículo 72 y 

su percepción comenzará a part ir  del  día s iguiente a aquel en que el  

trabajador hubiese dis frutado el  úl t imo sueldo por haber causado 

baja.  
 

 S in  embargo, los t rabajadores que habiendo cumpl ido con los 

requis itos de jubi lación y así  lo deseen, podrán seguir  laborando y 

recib irán del Estado, Munic ip ios u organismo públ ico incorporado al  

que presten el  serv ic io,  un est ímulo a la permanencia cons istente en 

un incremento porcentual a su salar io base de cot iz ación, de acuerdo 

a la s iguiente tabla:  
 

 AÑO  PORCENTAJE 
 

 1   11% 

 2  12% 

 3  13% 

 4  14% 

 5  15% 

 6  16% 

 7  17% 

 8  18% 

 9  19% 

 10  20% 
 

 Para la procedencia de dicho est ímulo,  será requis ito necesar io 

que se recabe la anuencia y autor ización expresa del  Estado, 

Munic ip io u organismo públ ico incorporado donde labore el  

trabajador.  En n ingún caso podrá excederse el  porcentaje de est ímulo 

más al lá del 20% del  salar io base de cot ización.  
 

 Este est ímulo no formará parte del salar io del trabajador y, por 

lo tanto, no se tomará en cuenta para integrar el  monto de la 

jub i lación.”  
 

 “TRANSITORIOS:  
 

 [ . . . ]  
 

 QUINTO.- La presente Ley no afectará derechos adquir idos y 

prestaciones adquir idas con anter ior idad a la presente Ley.  Todos  los 

trabajadores que real izaron sus cot izaciones con anter ior idad a la 

presente Ley se jubi laran y pens ionaran de conformidad a lo 

establecidos en los art ículos trans itor ios de las Leyes que regulan las 

fracciones I  y I I ,  Apartado B, del art ículo 99 de la  Const itución Pol í t ica 

del Estado L ibre y Soberano de Baja Cal iforn ia. ”  

 

 De la Constitución Local .  

 
 “ARTÍCULO 99. -  Las relaciones entre el  Estado y sus serv idores 

estarán reguladas por:  

 A.  La Ley del  Serv ic io Civ i l  de los Trabajadores al  Serv ic io de los 

Poderes del  Estado y Munic ip ios de Baja Cal i forn ia, que se sujetará a 

los s iguientes pr incip ios:  

 



 

 I . -  Los trabajadores del Estado que sean de base,  no podrán ser 

cesados s ino por causa de incompetencia,  mala conducta o de 

responsabil idad;  

 

 I I . -  Las promociones de los empleados se harán dentro de las 

mismas funciones en forma escalafonar ia atendiendo a la 

competencia, ant igüedad y antecedentes en el  serv ic io;  

 

 I I I . -  Serán prefer idos en los empleos del Estado, en igualdad de 

circunstancias,  las personas más necesitadas económicamente;  

 

 IV.-  La ley f i jará cuáles son los empleados de conf ianza y cuáles 

los de base.  

 

 La Ley del  Serv ic io Civ i l  determinará cuál  es el  procedimiento y 

el  órgano competente para dir imir  los confl ictos que sur jan en tre el  

Gobierno del  Estado de Baja Cal i forn ia y sus t rabajadores.  

 

 B.  La Ley del Inst ituto de Segur idad y Serv ic ios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Munic ip ios del Estado de Baja Cal i forn ia, 

que establecerá las bases mín imas para regular el  rég imen de 

segur idad social  que se logra a t ravés de las aportaciones b ipart i tas 

de las cuotas del  trabajador y de las aportaciones del ente 

empleador,  sean suf ic ientes para cubr i r  accidentes y enfermedades 

profes ionales, las enfermedades no profes ionales y m atern idad, 

pens ión, jubi lación, la inval idez, vejez y muerte.  

 

 Las cuotas y aportaciones que se enteren al  organismo 

encargado de la segur idad social ,  regulándose en su Ley y en las que 

corresponda, a los s iguientes:  

 

 I . -  A los trabajadores cons iderados así  por  la Ley del Serv ic io 

Civ i l  de los Trabajadores al  Serv ic io de los Poderes del Estado y 

Munic ip ios de Baja Cal i forn ia, y a los trabajadores de los organismos 

públ icos incorporados conforme a los l ineamientos establecidos en la 

ley de la mater ia.  

 

 I I . -  A los Trabajadores del Magister io, sus docentes,  el  personal 

con funciones de dirección y  superv is ión en el  Estados (s ic)  y 

munic ip ios,  así  como los asesores técnicos pedagógicos,  en la 

Educación Bás ica que imparta el  Estado.  

 

 C. Las autor idades del orden Estatal  y Munic ipal,  a f in de 

propic iar el  forta lecimiento del  s is tema de segur idad social ,  de 

aquel los funcionar ios públ icos que la Ley General  del  S istema 

Nacional de Segur idad Públ ica y la Ley de Segur idad Públ ica del 

Estado señalan que guardan relación administrat iva para con el  

Estado, inst rumentarán s istemas complementar ios de segur idad 

social .”  

 

 De la Ley que Regula.  

 “SEGUNDO. -  Se entenderá por:  

 

 I . -  Nuevas generaciones, a todo trabajador que ingrese al  

régimen de segur idad social  conforme al  presente ordenamiento,  a 

part i r  de su v igencia.  

 

 I I . -  Generación actual,  aquel los trabajadores que a la fecha de 

entrada en v igor del presente ordenamiento, se encuentren cot izando 

al  fondo de pens iones y jubi laciones del Inst ituto.  

 



 

 TERCERO.- Los requis i tos para pens ionarse por jubi lación, serán 

los s iguientes:  

 

 Generación Actual  

 

 Requis i to:  30 años de serv ic io e igual  t iempo de contr ibución al  

Inst ituto y  al  menos contar con la edad mín ima que se señala en la 

s iguiente tabla de gradual idad:  

 

 

 AÑO DE JUBILACIÓN  EDAD MÍNIMA REQUERIDA 

 

 2014 y 2015    NO APLICA 

 2016-2017     52 

 2018-2019    53 años 

 2020-2021    54 años 

 2022-2023    55 años 

 2024-2025    56 años 

 2026-2027    57 años 

 2028-2029    58 años 

 2030-2031    59 años 

 2032 en adelante   60 años 

 

 Monto: 100% del  salar io regulador.  

 Plazo: Vital ic ia con t ransmis ión por fal lecimiento.  

 

 Nuevas Generaciones  

 

 Requis i to: 65 años de edad y 30 años de serv ic io e igual t iempo 

de contr ibución al  Inst i tuto.  

 

 Monto: 100% del  salar io regulador.  

Plazo: Vital ic ia con t ransmis ión por fal lecimiento.”  

 

 “SEPTIMO. -  E l  otorgamiento de las pens iones y  jubi laciones cuya 

sol ic itud se encuentre en t rámite al  entrar en v igor este decreto, se 

determinará conforme al  momento y  a las condic io nes en que se haya 

generado el  derecho correspondiente.”  

 

 

 El artículo 67 antes transcrito  de la Ley del Instituto  y 

Segundo y Tercero Transitorio de la Ley que Regula , establecen 

que para tener derecho a la jubilación los trabajadores de 

Generación Actual deberán tener:  

 a.- Treinta años de servicio.  

 

 b.- Treinta años de contr ibución al Instituto y;  

 

 c.- Contar al menos con la edad mínima que se señala 

en la tabla de gradualidad.  

 

 Ahora bien, a lo anterior cabe precisar, que conforme 

al criterio sostenido por el Pleno de este Tr ibunal (a guisa de 



 

ejemplo se cita el precedente contenido en la sentencia dictada 

el diez de julio de dos mil dieciocho al resolver el recurso de 

revisión en el juicio contencioso 323/2015 y la dictada el 

veintisiete de febrero de dos mil veinte al resolver el recurso de 

revisión en el juicio contencioso 507/2016), en el caso que se 

demande en el juicio una negativa ficta, por su naturaleza, los 

requisitos para obtener el derecho fictamente negado deben 

estar satisfechos al momento de presentar la demanda, como se 

explica enseguida:  

 

 La Segunda Sala de la Suprema Corte de Just icia, al 

resolver la contradicción de tesis 196/2008-SS, publicada en mayo 

de dos mil nueve con número de registro 167299, ha sosteni do 

que la legitimación ad causam  implica tener la titularidad de un 

derecho susceptible de ser cuestionado en el juicio, la cual es 

indispensable para obtener sentencia favorable, y el momento 

en que deben quedar colmados los requisitos sustantivos es al 

entablar la demanda y no durante la secuela procesal.  

 

“CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. AL ENTABLAR LA DEMANDA EL 

ASEGURADO DEBE REUNIR EL  REQUISITO DE EDAD PREVISTO EN EL  

ARTÍCULO 145 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL VIGENTE HASTA EL 30 DE 

JUNIO DE 1997.  La legit imación "ad causam" impl ica tener la t i tular idad 

de un derecho susceptible de ser  cuest ionado en el  juicio,  la cual es 

indispensable para obtener sentencia favorable y la legi t imación "ad 

procesum" es la potestad legal para acudi r  al  órgano jur i sd iccional 

con la petición de que se in icie la t ramitación del juicio o de una 

instancia. En congruencia con lo anter ior ,  el  asegurado que pretenda 

demandar del  Inst i tuto Mexicano del Seguro Social ,  al  amparo de la 

Ley del Seguro Social  v igente hasta el  30 de junio de 1 997, la pensión 

de cesantía en edad avanzada, previamente a presentar  la demanda 

ante la Junta de Conci l iación y Arbit raje, debe reuni r  los requis i tos de 

los art ículos 145 y 146 de dicha Ley, dado que el  incumpl imiento de 

alguno de el los se traducirá en su  falta de legi t imación en la causa,  

provocando la improcedencia de la pretensión deducida en ju icio, en 

este caso, el  otorgamiento y pago de dicha pensión;  es deci r ,  el  

asegurado debe sati sfacer el  requis i to de edad exigido en el  indicado 

art ículo 145,  antes de presentar  la demanda, ya que no es permis ible 

que lo haga durante la secuela procesal.  Por  tanto,  no es posible 

postergar su cumpl imiento hasta la etapa de demanda y excepciones 

donde se f i ja la controvers ia, porque los elementos sustantivos deben 

estar  satis fechos antes de in iciarse el  juicio, s in  que una cuest ión 

procesal  como la relativa a la f i jación de la l i t i s  pueda modif icar los.  

Lo anter ior  resul ta también apl icable desde que el  asegurado sol icite 

en el  ci tado Inst i tuto el  pago de la pensión re fer ida.”  

 



 

 No pasa inadvert ido que en el últ imo párrafo del texto 

de la jurisprudencia se indica: “Lo anterior resulta también 

aplicable desde que el asegurado solicite en el citado Instituto el 

pago de la pensión referida”. Sin embargo, lo anterior no es 

aplicable al caso concreto porque como consta del cuerpo de 

la resolución de la contradicción de tesis 196/2008 SS, el art ículo 

interpretado fue el art ículo 145 de la abrogada Ley del Seguro 

Social, teniendo en cuenta que:  “…precisamente dicho 

precepto, en su fracción I I , establece que para tener derecho al 

otorgamiento de la pensión de cesantía el demandante debe 

tener cumplidos, al momento de solicitar la pensión, los sesenta 

años cumplidos, entendiéndose que inicia esa solicitud cuando 

acude ante las Juntas de Concil iación y Arbitraje a demandar su 

derecho.”  

 

 La consideración del Máximo Tribunal, en el sentido de 

que los requisitos para el otorgamiento de la prestación de 

seguridad social deben cumplirse al momento de so licitarla, no 

es aplicable al caso concreto, puesto que la demanda, en la 

legislación interpretada por la Corte, hace las veces de solicitud.  

 

 Analizada la ejecutoria en comento, este Tribunal 

estima necesario exponer las razones por las cuales considera 

que es aplicable dicha tesis, no obstante que se emitió en 

materia laboral, y la explicación de cómo rige la legitimación en 

la causa en materia administrativa, en la cual opera el principio 

de decisión previa.  

 

 Este requisito consiste en que no son admisibles 

pretensiones frente a la administración pública (ante los 

tribunales), sin la existencia de una manifestación de voluntad de 

la entidad pública en relación a la cual la pretensión se form ula. 

 

 Es un requisito de procedibil idad del juicio, conforme 

al art ículo 40, fracción VI, de la Ley del Tribunal:  

 



 

 “Art ículo 40. -  E l  ju icio ante el  Tr ibunal de lo Contencioso 

Administ rat ivo,  es improcedente contra actos o resoluciones:  

 

 [ . . .]  

 

 VI . -  Cuando de las constancias de autos apareciere 

claramente, que no ex iste la resolución o acto impugnado”  
 

 Decisión Previa y Legitimación Ad Causam .  

 

 Los elementos sustantivos se satisfacen cuando los 

hechos se subsumen en la hipótesis normativa que contempla el 

derecho.  

 

 1).- Cuando existe acto administrativo definitivo.  

 

 En este supuesto, la subsunción debe ser previa a su 

emisión, el juicio de nul idad ante el órgano jurisdiccional persigue 

asegurar la vigencia del principio de legalidad administrativa, lo 

cual implica analizar el acto administrativo en los términos y 

condiciones en que fue emitido. En consecuencia, si cuando fue 

emitido no existía subsunción de los hechos a la norma, no existía 

el derecho pretendido. 

 

 El juicio ante este Tribunal, por regla es revisor de la 

legalidad de la actuación administrativa que culmina con un 

acto administrativo definitivo, la pretensión procesal deberá 

dirigirse contra éste últ imo.  

 En conclusión, los requisitos sustanciales deben estar 

satisfechos desde la emisión del acto administrativo definitivo 

(debidamente notif icado) que es previo a la presentación de la 

demanda ante el Tribunal.  

 

 2).- Cuando exista negativa ficta.  

 

 La Ley del Tr ibunal  regula la negativa ficta en su 

art ículo 45, párrafo cuarto:  

 
 

 “Art ículo 45. -  [ . . . ]  

 

 [ . . . ]  

 

 [ . . . ]  



 

 

 En los casos de negat iva f icta, el  interesado podrá interponer la 

demanda en cualquier  t iempo mientras no se dicte resolución expresa,  

y s iempre que haya t ranscurr ido el  término en que esta autor idad 

debió dictar resolución.  A fal ta de término establecido, el  s i lencio de 

las autor idades administrat ivas se cons iderará resolución negat iva 

cuando transcurran sesenta días naturales.”  

 

 Existe negativa ficta cuando ha transcurr ido el término 

en que la autoridad debió dictar resolución, s in que lo haya 

hecho. 

 

 Naturaleza de la negativa f icta.  

 

 La ficción legal la estableció el legislador a favor del 

just iciable, sólo para el efecto de que satisf iciera el requisito de 

procedibi l idad del juicio; no es una negativa de naturaleza 

sustancial s ino procesal, no es la expresión de voluntad de la 

administración pública que produce efectos jurídicos y goza de 

la presunción de legalidad, por tanto, no es de un acto 

administrativo.  

 

 Así se explica que no existe plazo para la interposición 

de la demanda, y no exime a la autoridad del deber de dar 

respuesta a la petición, según se lee del artículo 45 antes 

transcrito, por lo que el justiciable tiene la opción de esperar la 

resolución expresa o demandar ante el órgano jurisdiccional.  

 

 La función de la solicitud en la negativa f icta.  

 

 La solicitud de pensión de jubilación constituye la 

condición para el nacimiento de la negativa ficta.  

 

 La legit imación en la causa implica ser el t itular del 

derecho controvertido en juicio, la titularidad del derecho 

implica que los hechos se subsumieron en la hipótesis normativa 

que concede el derecho. Si el solicitante está en aptitud de 

esperar la resolución expresa, o bien de promover el juicio ante 



 

el órgano jur isdiccional, no tiene la carga de promover el juicio y 

está en aptitud de hacerlo cuando los hechos se subsuman en la 

hipótesis normativa que concede el derecho.  

 

 En otras palabras, una vez satisfecho el requis ito de 

procedibi l idad del juicio administrativo, la condición del 

demandante es análoga a la del demandante en el juicio laboral, 

por tanto, es aplicable la jur isprudencia de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que sostiene que los 

requisitos sustantivos deben estar satisfechos al entablar la 

demanda. 

 

 En esencia, el Máximo Tr ibunal sostiene como 

argumento toral que la legit imación ad causam  implica tener la 

titularidad de un derecho susceptible de ser cuestionado en el 

juicio, la cual es indispensable para obtener sentencia favorable 

a su pretensión, lo cual implica que la actora debe ser, a la 

presentación de la demanda, titular del derecho que just if ique la 

pretensión.  

 

 En palabras l lanas, los elementos sustantivos del 

derecho deben estar satisfechos antes de la presentación de la 

demanda y no durante el proceso. Sólo quienes eran titulares del 

derecho al presentarse la demanda, pueden obtener sentencia 

favorable. 

 

 El Máximo Tribunal sost iene este criterio en 

consideraciones de naturaleza teórica relacionados con la Teoría 

General del Proceso, respecto de conceptos tales como 

“legit imación ad causam”, “legitimación ad processum”, 

“pretensión”, “acción”, entre otras.  

 

 En nuestra legis lación local, esta premisa consistente 

en que previamente a la presentación de la demanda se debe 

ser t itular de un derecho para obtener sentencia favorable, se 



 

encuentra plasmada en el art ículo 1 del Código procesal civi l ,  

que en sus fracciones I y I I ,  establece:  

 

 “Art ículo 1. -  E l  e jerc icio de las acciones civ i les requiere:  

 

 I . -  La ex istencia de un derecho;  

 I I . -  La v iolación de un derecho o el  desconocimiento de una  

obl igación, o la necesidad de declarar,  preservar o const i tu ir  un 

derecho;”  
 

 Este precepto establece un principio general del 

derecho procesal. En materia administrativa, el citado Código es 

aplicable supletoriamente .  

 

 La consideración del Máximo Tribunal es aplicable a 

todo tipo de juicios, sus argumentos se sostienen en la Teoría 

General del Proceso cuyos conceptos son aplicables a todo tipo 

de procesos independientemente de la materia.  

 

 Conforme a dicho criterio, el  juicio es para eliminar el 

daño producido por la lesión de un derecho y no para evitar el 

daño que podría derivar de la lesión de un derecho futuro. 

Util izando la terminología de Piero Calemandrei, “El juicio es de 

tutela represiva y no preventiva”; por lo que, cuando se impugne 

una negativa ficta, los requis itos para que se reconozca en el 

juicio el derecho solicitado y fictamente negado, deben estar 

satisfechos a la fecha de presentación de la demanda.  

 SEXTO. Estudio sobre prestaciones solicitadas.- De 

conformidad con lo expuesto en el considerando cuarto de esta 

sentencia, así como lo dispuesto en el art ículo 82 de la Ley del 

Tribunal , se procede a realizar la fi jación clara y precisa de los 

puntos controvert idos.  

 

 En principio, conviene puntualizar que respecto a lo 

que solicita en respecto al pago de intereses y actualizaciones, 

se le devuelvan cuotas y aportaciones y se le conceda licencia 

pre-jubilatoria o l icencia temporal con goce de sueldo, 

prestaciones que, a su juicio, se generaron con motivo de la 

dilación del Instituto  respecto al otorgamiento de la pensión que 

solicitó, no serán materia de pronunciamiento en esta sentencia 



 

en razón de que tales pretensiones no formaron parte de la l i t is  

integrada en el presente juicio. 

 

 Debiendo precisar, que mediante auto dictado el 

cuatro de abri l de dos mil diecinueve (foja 31 de autos) se tuvo 

como acto impugnado la resolución negativa ficta recaída a la 

solicitud de pensión por jubilación presentada por la parte actora 

ante el Inst ituto  el dieciocho de noviembre de dos mil diecinueve, 

el cual quedó firme, delimitando así el acto impugnado materia 

de pronunciamiento en este juicio contencioso administrativo.  

 

 El lo es así dado que el juicio contencioso 

administrativo es un proceso impugnativo de conocimiento que 

se instruye a partir  de un acto administrativo originado con 

anterioridad a la presentación de la demanda mediante el cual 

se manifiesta la voluntad del poder público con efectos jurídicos 

particulares, cuya validez o invalidez constituye la materia del 

juicio, no siendo un juicio de tutela preventiva sino reparadora; 

así, no existe interés jurídico para invocar la tutela jurisdiccional 

antes de que el derecho haya sido efectivamente lesionado.  

 

 En otras palabras, atendiendo al principio de decis ión 

previa, no procede demandar a la autoridad si antes no se le ha 

planteado una solicitud en relación a la cual ésta se haya 

pronunciado, expresa o fictamente.  

 

 Lo anterior se deduce de lo dispuesto por los artículos 

22, fracción I, 40, fracción VI,  45, 47, fracción I I ,  50, fracción I, 81, 

82, fracción I I I ,  y 84 de la Ley del Tribunal , los cuales establecen 

que el plazo para la presentación de la demanda se computa 

con referencia a un acto o resolución; que la demanda deberá 

indicar el acto que se impugna, que en la sentencia deben 

expresarse los actos cuya validez se reconozca o cuya nul idad se 

declare; que el objeto de la l it is  lo constituye un acto o resolución 

administrativo de carácter definitivo (artículo 22, fracción l);  este 

acto o resolución administrativa debe existi r previamente al 

momento de la presentación de la demanda, lo  que se deduce 



 

del artículo 47, fracción I I , de la Ley del Tribunal ,  que señala que 

en la demanda debe indicarse la resolución o acto administrativo 

que se impugne y, de no existi r  éste el juicio ante este es 

improcedente, conforme a lo dispuesto en el art ículo 40, fracción 

VI, pudiéndose declarar el sobreseimiento en cualquier momento 

antes de la celebración de la audiencia de juicio o durante ésta, 

lo cual signif ica que los actos administrativos respecto de los 

cuales debe resolverse en la sentencia son los que existen 

previamente a la demanda y son impugnados mediante ésta  y 

por el lo, el art ículo 50, fracción I, autoriza desechar la demanda 

cuando se encontrare motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia.  

 

 Es i lustrativa, a fin de comprender la natura leza del 

juicio contencioso administrativo, el siguiente criterio 

jur isprudencial contenido en la tesis JURISPRUDENCIA SE-72 del 

Pleno de la Sala Superior del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de México, que a continuación se 

transcribe:  

 

“PRINCIPIO DE DECISIÓN PREVIA. SU APLICACIÓN EN EL  JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.  Establecen los art ículos 87 de la 

Const i tución Pol í t ica del Estado Libre y  Soberano de México, 201 y 202 

del Código de Procedimientos Administrat ivos del  Estado, que e s 

función del T r ibunal  de lo Contencioso Administ rat ivo del  Estado de 

México,  conocer y  resolver las controvers ias que se susci ten entre las 

administraciones públ icas estatal  o municipales y organismos 

auxi l iares con funciones de autor idad y los part icular es,  teniendo 

plena autonomía para dictar  sus fal los.  De el lo, se deriva que la 

pretensión que los part iculares pers iguen ante esta Instancia 

Jur i sdiccional,  es obtener una sentencia favorable a sus intereses,  que 

traiga inscr i ta la declaración de i legal ida d del  acto administrat ivo o 

f iscal que sea materia de la controvers ia planteada por e l los,  además 

de la precis ión de la forma y términos en que han de ser rest i tuidos en 

el  pleno goce de sus derechos como consecuencia de tal  

declaración, conforme lo indican los disposit ivos 273 fracción VI I  y  276 

del Código de referencia. Ahora bien, el  acto administ rat ivo es la 

manifestación de la voluntad del  Estado, exter ior i zada a través de un 

órgano de la Administ ración Públ ica,  que se vincula con la función 

administrat iva y  que trasciende en la esfera jur ídica de los 

gobernados,  previo el  procedimiento que obl iga a la ley, el  cual 

puede iniciarse de of icio por las autor idades administ rat ivas, o bien, 

a petición de los part iculares interesados, tal  como y como lo 

contempla el  art ículo 113 del Código de Procedimientos 

Administ rat ivos Local .  Bajo este contexto,  dentro del  s is tema procesal 

administrat ivo del  Estado de México,  el  pr incipio de decis ión previa 

const i tuye un presupuesto procesal inexcusable para la procedencia 



 

del  juicio contencioso administrat ivo,  que impl ica que un part icular 

sólo estará en posib i l idades de acudir  a la jur isdicción contenciosa 

administrat iva,  cuando exista previamente una exter ior i zación de 

voluntad del poder públ ico, que afecte intereses indi viduales y cuya 

val idez o inval idez sea materia de la l i t i s  en el  juicio administ rat ivo;  

pr incipio cuya f inal idad es preservar el  e jercicio de las facul tades 

discrecionales de la administración públ ica y que por ende, obl iga a 

los part iculares a ex igi r  ante las autor idades, el  acatamiento de sus 

obl igaciones o el  reconocimiento de sus derechos, pues de lo 

contrar io, no se da el  nacimiento de un acto impugnable ante este 

Tr ibunal.  En consecuencia, cuando un demandante en juicio 

administrat ivo, ataque la s imp le omis ión por parte de las autor idades 

administrat ivas a cumpl i r  con las obl igaciones que a su cr i ter io le están 

encomendadas por la legis lación,  s in  antes haber instado ante el las 

en forma di recta, que provoque el  acto administ rat ivo,  que desde 

luego puede ser posit ivo o negativo, no se encuentra agotado el  

pr incipio de decis ión previa aludido y por lo tanto, debe sobreseerse 

el  juicio planteado, de conformidad con lo previsto por los numerales 

267 fracción VI I  y 268 fracción I I  del  Código Adjetivo de la Mater ia. En 

s íntesis ,  antes de acudi r  a la vía contenciosa, es preciso acudi r  ante 

la autor idad administrat iva para dar or igen al  acto administrat ivo. ”  

 

 Cuando en el juicio contencioso administrativo se 

impugna una resolución negativa ficta, la l it is se configura a partir  

de lo solicitado ante la autoridad administrativa en la instancia 

no resuelta, los fundamentos y motivos que esgrima la autoridad 

al contestar la demanda y, en su caso, los argumentos expuestos 

por el actor en la ampliación de la demanda y su 

correspondiente contestación por la autoridad demandada.  

 

 La decisión previa de la autoridad es el acto que se 

impugna en juicio y contra el que se formulan motivos de 

inconformidad en la demanda y, tratándose de una negativa 

ficta, debe asumirse que la decisión previa es la respuesta que 

rechaza la pretensión del actor planteada por escrito a la 

autoridad. 

 

 En la especie, la resolución impugnada es la negativa 

ficta recaída a la solicitud de pensión de jubilación que la parte 

actora presentó ante el  Instituto  el dieciocho de noviembre de 

dos mil  catorce, de ahí que sea ese el único objeto del presente 

juicio, pues en tal escrito la parte actora no sol icitó el pago de 

los aludidos intereses y actualizaciones, la devolución de cuotas 

y aportaciones alguna, ni la l icencia pre-jubilatoria o l icencia con 

goce de sueldo que refiere, por lo que tales prestaciones no 



 

pueden formar parte de la l it is  en la controversia que nos ocupa, 

pues lo demandado en esta instancia indudablemente rebasa lo 

solicitado a las demandadas, que éstas omitieron responder; si la 

actora no acredita que pidió dichas prestaciones a las 

autoridades, éstas no pudieron haber negado tales prestaciones 

y, por ende, no se pronunciaron fictamente sobre tales 

pretensiones.  

 

 Máxime si se toma en cuenta que las mult i -aludas 

prestaciones que la actora reclama, no son consecuencia forzosa 

de la nul idad decretada en la especie, por no preverlo así la Ley 

del Inst ituto .  

 

 Apoya lo anterior la tesis XVI.1o.A. J/37 (10a.) con 

registro 2015412 del Primer Tr ibunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Décimo Sexto Circuito, consultable en la 

página 2339 de la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación correspondiente a octubre de dos mil diecisiete, l ibro 

47, tomo IV, de subsecuente inserción. 

 

“JUICIO DE NULIDAD CONTRA UNA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA. SON 

INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN LOS QUE EL ACTOR 

DEMANDA PRESTACIONES DIST INTAS DE LAS QUE SOLICITÓ ANTE LA 

AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, AL CONSTREÑIRSE LA L IT IS A LO 

TÁCITAMENTE NEGADO. En vi rtud de la f igura jur ídica denominada 

negativa f icta,  el  s i lencio de la autor idad ante una instancia o 

petición formulada por el  part icular,  durante el  plazo que indique la 

ley, genera la presunción de que aquél la resolvió negativament e. Así , 

el  contenido de esa resolución se l imi ta a lo expresamente sol ici tado 

ante la autor idad y que se entiende tácitamente negado. En estas 

condiciones, al  impugnar dicha determinación mediante el  ju icio de 

nul idad, el  anál is i s  de legal idad se constr iñe  a las prestaciones 

or iginalmente pedidas.  Por tanto, s i  el  actor demanda prestaciones 

dist intas de las que sol icitó ante la autor idad administrat iva,  la Sala 

debe declarar  inoperantes los conceptos de impugnación 

correspondientes y no reconocer e l  derecho  subjetivo respectivo,  en 

su caso,  porque aquél las no forman parte de la l i t i s .  Lo anter ior  no se 

opone al  pr incipio de " l i t i s  abierta"  que r ige el  procedimiento 

contencioso administ rat ivo,  ya que, aun cuando puedan hacerse 

valer nuevos conceptos de impugnación, la mater ia del juicio no debe 

modif icarse.”  

 

 SÉPTIMO. Estudio de fondo.- En sus motivos de 

inconformidad, el actor esencialmente alega que la resolución 

negativa ficta impugnada es contraria a lo dispuesto por los 



 

artículos 58, 67 y 70 de la Ley del Instituto , dado que cumple con 

los requis itos para obtener su jubilación, previstos en el segundo 

de los citados numerales, afirmando que t iene más de treinta 

años de servicio y más de treinta años cotizando al instituto 

asegurador. 

 

 La autoridad demandada, al contestar, expuso las 

razones y fundamentos que sustentan su negativa y, al efecto, 

señaló que la parte actora no t iene derecho porque comparece 

al juicio en su carácter de trabajador activo, cuya pretensión es 

dejar de serlo al reclamar el otorgamiento de la jubilación, 

obligando al Tr ibunal  a que ordene que se dé por terminada la 

relación laboral mediante el otorgamiento y disfrute de los 

beneficios de la jubilación a cargo del  instituto asegurador.  

 Afirma que el otorgamiento de la jubilación requiere, 

necesariamente, la realización de actos previos, como lo es, el 

dar por terminada la relación laboral que el actor sostiene con el 

ente patronal y se le paguen las prestaciones r elativas al vínculo 

laboral que ha mantenido con dicho patrón, por lo que, a su 

juicio, es necesario que se dé cumplimiento al supuesto 

normativo contenido en el segundo párrafo del artículo 67 de la 

Ley del Instituto .  

 

 El argumento en que la autoridad sustenta la negativa 

impugnada, consistente en que la parte actora es trabajador en 

activo, resulta inoperante.  

 

 El lo es así en razón de que, como ya quedó precisado 

en el considerando primero de esta Sentencia,  el Pleno de este 

Tribunal en la jur isprudencia 3/2017 publicada en el Periódico 

Oficial del Estado el diecinueve de enero de dos mil  dieciocho, 

de subsecuente inserción y de aplicación obligatoria para esta 

Sala en términos de lo dispuesto en el artículo 95 de la Ley del 

Tribunal , estableció que la baja en el empleo no es un requis ito 

para que el trabajador tramite y obtenga el reconocimiento de 

la pensión que reclama.  



 

 

“PENSIÓN POR JUBILACIÓN. LA BAJA EN EL  EMPLEO ES UN REQUISITO 

PARA SU GOCE Y NO PARA QUE EL  TRABAJADOR LA TRAMITE U OBTEN GA 

SU RECONOCIMIENTO. ( INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 67 DE LA LEY DEL 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 

DEL GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL ESTADO).  De una interpretación 

gramatical,  s i s temática e hi stór ica del precepto legal  en cita,  se 

concluye que la baja en el  empleo no es un requis i to para que el  

trabajador t ramite su pensión por jubi lación u obtenga su 

reconocimiento,  s ino sólo para su goce ya que de su pr imer párrafo se 

entiende que los trabajadores que cumplan con un mínimo de edad y 

ciertos años de serv icio e igual t iempo de contr ibución al  inst i tuto 

asegurador t ienen derecho a la jubi lación,  mientras que en su 

segundo párrafo prescr ibe que “La jubi lación dará derecho al  pago 

de una cantidad equivalente al  100% del salar io regu lador definido en 

el  art ículo 72 y su percepción comenzará a part i r  del  día s iguiente a 

aquél en que el  t rabajador hubiese disf rutado el  úl t imo sueldo por 

haber causado baja”;  de lo cual  se concluye que, mientras el  derecho 

a la pensión por jubi lación surge cuando el  t rabajador cumple los 

requis i tos legales para tal  efecto como son cierta edad y años de 

servicio y  cotización,  su percepción o pago procede después de que 

el t rabajador causa baja.  Esto es así  porque la expresión “requis i to” se 

entiende como una “circunstancia o condición necesaria para algo”,  

mientras que “percepción” debe entenderse como la “acción y 

efecto de recibi r  algo”. Además,  de los art ículos 58 y 117 de la ci tada 

ley se concluye que el  reconocimiento del derecho de la jubi lación es 

un requis i to para la percepción de la pensión, tan es así  que debe 

presentarse una sol icitud previo a su otorgamiento.  Finalmente,  dado 

que la porción normativa interpretada es idéntica a la del mismo 

precepto en la abrogada Ley del Inst i tuto publ icada en el  Per iódico 

Oficial  de fecha 20 de diciembre de 1970, se inf iere que el  legis lador 

no tuvo intención de modif icar  el  s i stema normativo contenido en el  

Reglamento para el  Otorgamiento de Pensiones a los Asegurados del 

Inst i tuto de Seguridad y Servicios Social es de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del  Estado, en cuyo art ículo 9 dispone que el  

Director  General  del  Inst i tuto remit i rá copia del  Dictamen sancionado 

por el  E jecutivo Estatal  a la dependencia donde labore el  sol ici tante 

de pensión,  para efecto de su correspondiente baja como trabajador, 

lo cual indica que la baja del trabajador es poster ior  a la emisión del  

acto que concede la jubi lación. ”  
 

 Por otra parte, dado que el actor afirma que cumple 

con los requis itos previstos en el art ículo 67 de la Ley del Instituto , 

corresponde a éste la carga de demostrar los hechos en los que 

descansa su pretensión, esto es, haber laborado por treinta años 

en la Administración Pública Estatal o Municipal e igual número 

de años cotizados al fondo de pensiones que administra el 

Instituto , además de cumplir con el diverso requis ito de edad 

contemplado en la Ley que Regula .  

 

 De la Ley del Instituto. 

 

 “ARTÍCULO 67. -  T ienen derecho a la jubi lación los t rabajadores 

que tengan como mín imo 60 años de edad y 30 años de serv ic io e 



 

igual t iempo de contr ibución al  Inst ituto,  en los términos de esta Ley;  

las leyes que regulan a los trabajadores que se señalan en las 

fracciones I  y I I ,  Apartado B,  del art ículo 99 de la Const itución Pol í t ica 

del  Estado L ibre y  Soberano de Baja Cal i forn ia,  s in  per ju ic io de lo 

anter ior ,  podrán prever edad diversa.  
 

 De la Ley que Regula.  

 

 “SEGUNDO. -  Se entenderá por:  
 

 I . -  Nuevas generaciones, a todo trabajador que ingrese al  

régimen de segur idad social  conforme al  presente ordenamiento,  a 

part i r  de su v igencia.  

 I I . -  Generación actual,  aquel los trabajadores que a la fecha de 

entrada en v igor del presente ordenamiento, se encuentren cot izando 

al  fondo de pens iones y jubi laciones del Inst ituto.  

 

 TERCERO.- Los requis i tos para pens ionarse por jubi lación, serán 

los s iguientes:  

 

 Generación Actual  

 

 Requis i to:  30 años de serv ic io e igual  t iempo de contr ibución al  

Inst ituto y  al  menos contar con la edad mín ima que se señala en la 

s iguiente tabla de gradual idad:  

 

 

 AÑO DE JUBILACIÓN  EDAD MÍNIMA REQUERIDA 

 

 2014 y 2015    NO APLICA 

 2016-2017     52 

 2018-2019    53 años 

 [. . .]”  

 

 La parte actora, para acreditar los hechos en que se 

fundan sus pretensiones, exhibió copia fotostática de la solicitud 

de pensión por jubilación con sello de recibido original de 

dieciocho de noviembre de dos mil catorce; copia simple de 

convenio de apoyo al sistema de pensiones de ISSSTECALI; 

impresión original de la Constancia de la Clave Única de Registro 

de Población; certif icación de su acta de nacimiento; constancia 

de prestación de servicios expedida el dieciocho de enero de 

dos mil diecinueve por el Director de Recursos Humanos de la 

Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo; ho ja de servicios en la que el 

Director de Recursos Humanos de la Oficialía Mayor del Poder 

Ejecutivo hace constar los periodos de servicios prestados y sus 

categorías, expedida el dieciséis de enero de dos mil diecinueve; 

talón de cheque de pago expedido por Gobierno del Estado por 



 

concepto de pago quincenal de la segunda quincena de febrero 

de dos mil diecinueve.  

 

 Cabe decir que con motivo del requerimiento que 

formulara esta Sala para mejor proveer, el estudio de 

cotizaciones expedido por el Jefe del Departamento Histórico de 

Cotizaciones del Instituto  fue exhibido el dos de octubre de dos 

mil diecinueve, con el cual se dio vista a las partes  sin que 

hubieren realizado manifestación alguna en su contra , por lo que, 

no obstante haber sido exhibido en copia simple,  tiene valor 

probatorio pleno de conformidad con el art ículo 404 del Código 

procesal civi l, aplicado supletoriamente, en virtud de que fue 

expedido con motivo de que resulta un informe que la autoridad 

hace y que versa sobre hechos que conoce por razón de su 

función, sin que en autos quede contradicho su contenido por 

otras pruebas, ni objetada en cuanto a su contenido y alcance 

probatorio. 

 

 Estudio sobre el acreditamiento de los requisitos para 

obtener la pensión por jubilación del actor.  

 

 A) Treinta años o más de servicios.  

 

 El referido requis ito se encuentra cumplido, puesto que 

con la hoja de servicios expedida el seis de septiembre de dos mil  

diecinueve y exhibida en cumplimiento al requerimiento de mejor 

proveer por el Jefe de Departamento de Administración de 

Personal de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado (obrante 

a fojas 157 y 158 de autos), que constituye una documental 

pública y, por ende, conforme a los artículos 322, fracción I I I ,  y 

323 del Código procesal civi l, aplicado supletoriamente, con 

valor probatorio pleno para acreditar que a la fecha de 

presentación de la demanda de nulidad que fue el primero de 

abril  de dos mil diecinueve,  la parte actora había laborado por 

más de treinta años; el contenido de dicha documental se 

reproduce a continuación.  

 



 

 En efecto, en la referida documental se establecen las 

diversas categorías ocupadas por el actor y el periodo 

correspondiente a cada una de ellas:  

 

**********2.  DEL 22 DE OCTUBRE DE 1982 AL 

05 DE DICIEMBRE DE 1982.  

**********2  DEL 01 DE SEPTIEMBRE DE 1983 

AL 14 DE MAYO DE 1987.  

**********2 DEL 07 DE DICIEMBRE DE 1983 

AL 16 DE DICIEMBRE DE 1983.  

**********2 DEL 02 DE ENERO DE 1984 AL 31 

DE MARZO DE 1984.  

**********2 DEL 20 DE AGOSTO DE 1985 AL 

18 DE NOVIEMBRE DE 1985.  

**********2 DEL 08 DE ABRIL DE 1986 AL 23 

DE ABRIL DE 1986.  

**********2 DEL 02 DE SEPTIEMBRE 1986 AL 

02 DE NOCIEMBRE DE 1986.  

**********2 DEL 16 DE DICIEMBRE DE 1986 

AL 14 DE MAYO DE 1987.  

**********2 DEL 27 DE MAYO DE 1987 AL 01 

DE SEPTIEMBRE DE 1993.  

**********2 DEL 01 DE SEPTIEMBRE DE 1993 

AL 15 DE AGOSTO DE 2001.  

**********2 DEL 01 DE SEPTIEMBRE DE 1998 A 

LA FECHA, CON UN SUELDO 

MENSUAL TABULAR DE: $1,067.22  

**********2 DEL 15 DE AGOSTO DE 2001 AL 

27 DE ENERO DE 2014.  

**********2  DEL 27 DE ENERO DE 2014 A LA 

FECHA, CON UN SUELDO 

MENSUAL TABULAR DE: 

**********3  

 

 Ahora bien, considerando la suma del tiempo de 

servicios en los periodos que no se sobreponen, se obtiene el 

siguiente conteo: 

 

PERIODO TIEMPO DE SERVICIO 

DEL 22 DE OCTUBRE DE 1982 AL 05 

DE DICIEMBRE DE 1982.  

 

0 AÑOS, 1 MES,  14 DÍAS  

DEL 01 DE SEPTIEMBRE DE 1983 AL 14 

DE MAYO DE 1987.  

3 AÑOS, 8 MESES,  13 DÍAS 

DEL 07 DE DICIEMBRE DE 1983 AL 16 

DE DICIEMBRE DE 1983.  

(LAPSO COMPRENDIDO EN EL 

PERIODO ANTERIOR)  

DEL 02 DE ENERO DE 1984 AL 31 DE 

MARZO DE 1984.  

(LAPSO COMPRENDIDO EN EL 

PERIODO ANTERIOR)  

DEL 20 DE AGOSTO DE 1985 AL 18 DE 

NOVIEMBRE DE 1985.  

(LAPSO COMPRENDIDO EN EL 

PERIODO ANTERIOR)  

DEL 08 DE ABRIL DE 1986 AL 23 DE 

ABRIL DE 1986.  

(LAPSO COMPRENDIDO EN EL 

PERIODO ANTERIOR)  

DEL 02 DE SEPTIEMBRE 1986 AL 02 DE 

NOCIEMBRE DE 1986.  

(LAPSO COMPRENDIDO EN EL 

PERIODO ANTERIOR)  

DEL 16 DE DICIEMBRE DE 1986 AL 14 

DE MAYO DE 1987.  

(LAPSO COMPRENDIDO EN EL 

PERIODO ANTERIOR)  



 

DEL 27 DE MAYO DE 1987 AL 01 DE 

SEPTIEMBRE DE 1993.  

6 AÑOS, 3 MESES,  2 DÍAS  

DEL 01 DE SEPTIEMBRE DE 1993 AL 15 

DE AGOSTO DE 2001.  

7 AÑOS, 11 MESES, 14 DÍAS  

DEL 01 DE SEPTIEMBRE DE 1998 A LA 

FECHA, CON UN SUELDO MENSUAL 

TABULAR DE: $1,067.22  

(LAPSO COMPRENDIDO 

PARCIALMENTE EN EL PERIODO 

ANTERIOR Y EL ÚLTIMO DE ESTA 

TABLA)  

DEL 15 DE AGOSTO DE 2001 AL 27 DE 

ENERO DE 2014.  

12 AÑOS, 5 MESES, 12 DÍAS  

DEL 27 DE ENERO DE 2014 A LA 

FECHA (1 DE ABRIL  DE 2019 ) ,  CON 

UN SUELDO MENSUAL TABULAR DE:  

**********3  

5 AÑOS, 2 MESES,  3 DÍAS  

SUMA TOTAL  33 AÑOS, 30 MESES,  58 DÍAS  

 

 La suma de los treinta meses anteriores es equivalente 

a 2 años y 6 meses, y la suma de los **********5 días es equivalente 

1 mes con 28 días, por lo que el actor tiene acreditados más de 

treinta años de servicios, a saber, 35 años, 7 meses y 28 días.  

 

 Por tanto, a la fecha de presentación de la demanda 

(primero de abril de dos mil diecinueve) cumplió con el requisito 

contemplado en el art ículo 67 de la Ley del Instituto , a saber, 

contar al menos con treinta años de servicio . 

 

 B) Treinta años o más de tiempo de contribución al 

Instituto. 

 

 Por otra parte, obra en autos el estudio de cotizaciones 

expedido el primero de octubre de dos mil diecinueve por el 

Departamento Histórico de Cotizaciones del Instituto  (foja 199 de 

autos), con el que se acredita que el actor había cotizado al 

fondo de pensiones y jubi laciones treinta y cuatro años con seis 

meses al treinta y uno de marzo de dos mil diecinueve, un día 

antes de presentar la demanda (primero de abri l  de dos mil 

diecinueve). 

 

I .  DATOS 

Nombre del asegurado **********1  

No.  de afi l iación  **********4  

Organismo GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA MAGISTERIO (MEXICALI)  

Fecha de base 16 DE ABRIL DE 1984  



 

Fecha de in icio de t rámite  18 DE NOVIEMBRE DE 2014  

I I .  RESULTADO 

Tiempo cotizado 34 AÑOS 06 MESES 00 DÍAS  

Per iodos no cotizados  NO APLICA 

Licencia s in goce de sueldo  NO APLICA 

Información al  31 DE MARZO DE 2019  

Fecha de hoja de servicio  06 DE SEPTIEMBRE DE 2019  

Observaciones  EL TIEMPO EFECTIVO COTIZADO ES 

COMPUTABLE A LA FECHA DEL PERIODO 

QUINCENAL DE ENTERO DE CUOTA DE 

FONDO DE PENSIONES  

 

 

 

 La probanza de referencia no fue objetada por las 

partes ni en cuanto a su autenticidad, ni contenido, ni tampoco 

se encuentra contradicha con las pruebas que obran en autos, 

por lo tanto, con fundamento en el art ículo 414 del Código 

procesal civi l, aplicado supletoriamente, el estudio de 

cotizaciones de referencia tiene valor probatorio pleno y alcance 

demostrativo para acreditar que al momento en que la parte 

actora presentó su demanda cumplía con el diverso requisito 

previsto en el artículo 67 de la Ley del Instituto  consistente en los 

años de cotización. 

 

 C) Edad mínima requerida. 

 

 La copia cert if icada del acta de nacimiento (foja 16 

de autos), t iene el alcance demostrativo pleno para acreditar 

que la parte actora nació el trece de julio de mil novecientos 

sesenta, pues es un documento público en términos del artículo 

322, fracción IV del Código procesal civi l , por lo que tiene valor 

probatorio pleno conforme al artículo 405 del referido 

ordenamiento legal.  

 

 Por lo que resulta notorio que si el actor nació el trece 

de julio de mil novecientos sesenta, a la fecha de la presentación 

de la demanda (primero de abril  de dos mil diecinueve), tenía 

**********5 años de edad. 

 



 

 Por lo anterior, se tiene por acreditado que la parte 

actora a la fecha de presentación de la demanda tenía 

**********5 años de edad, es decir,  cumplía el requisito previsto 

en el artículo 67 de la Ley del Instituto , en relación con el artículo 

transitorio tercero del propio ordenamiento legal en cita y 

art ículo transitorio tercero de la Ley que Regula , a saber, contar 

con al menos cincuenta y tres años de edad.  

 

 De lo anterior,  se obtiene que a la fecha de 

presentación de la demanda, el actor cumplía con los requisitos 

para el otorgamiento de la pensión por jubilación, sin que incida 

en lo antes resuelto las pruebas ofrecidas por la demandada, a 

saber, los informes de autoridad a cargo del Oficial Mayor del 

Gobierno del Estado, del Director de Recursos Humanos de la 

Oficialía Mayor de Gobierno del Estado y del Subdirector General 

de Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto , así como la 

confesional a cargo de la parte actora (la declaración de parte 

se declaró desierta en audiencia), dado que dichas probanzas 

sólo tienen el alcance demostrativo para tener por acreditado 

que la parte actora es trabajador activo del Gobierno del Estado 

y no ha sido sol icitada su baja aunado a que ningún dato 

obtenido de las mismas controvierte lo alcanzado por las 

documentales con las que se acredita el cumplimiento de los 

requisitos respectivos, todo lo que, como quedó precisado en el 

presente fal lo, no es impedimento para que a la parte actora le 

sea otorgada su jubilación.  

 OCTAVO. Resolución.- De conformidad con las 

consideraciones jurídicas expuestas, al haber quedado 

acreditado que la parte actora cumplía con los requisitos 

previstos en el art ículo 67 de la Ley del Instituto , consistentes en 

treinta años de servicio y treinta años de cotización al fondo de 

pensiones y jubilaciones, además del requisito de edad mínima 

previsto en la Ley que Regula,  todos estos, cumplidos al momento 

en que presentó la demanda de nulidad que fue el primero de 

abril de dos mil diecinueve, procede declarar la nulidad de la 



 

negativa ficta impugnada, al actualizarse la causal de nulidad 

prevista en el artículo 83, fracción IV, de la Ley del Tr ibunal .  

 

 Por lo anterior, con fundamento en el art ículo 84 de la 

Ley del Tribunal , es procedente condenar a la Junta Directiva ,  a 

emitir un acuerdo en el que otorgue a la parte actora la 

jubilación que solicitó el dieciocho de noviembre de dos mil 

catorce ante el Departamento de Pensiones del propio Inst ituto .  

 

 Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto por los artículos 82, últ imo párrafo, 83, fracción IV 

y 84 de la Ley del Tribunal , es de resolverse y se: 

 

R E S U E L V E 

 

 PRIMERO.- Son fundados los motivos de inconformidad 

hechos valer por el actor.  

 

 SEGUNDO.- Se declara la nulidad de la resolución 

negativa ficta recaída a la solicitud de jubilación presentada por 

la parte actora el dieciocho de noviembre de dos mil catorce 

ante el Instituto demandado. 

 

 TERCERO.- Se condena a la Junta Directiva del Inst ituto 

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del Estado a emitir  un acuerdo en el que 

otorgue a la parte actora la jubilación solicitada el dieciocho de 

noviembre de dos mil catorce.  

 

 Notifíquese personalmente a la parte actora y por 

oficio a las autoridades demandadas.  

 

Así lo resolvió la Primer Secretaria de Acuerdos adscrita a la 

Primera Sala del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, Alma Alejandrina Razo Santoyo, quien actúa en 

funciones de Magistrada por ministerio de ley, en términos de lo 

dispuesto en el art ículo 10 de la ley que rige a este Tr ibunal y firmó 



 

ante la presencia del Secretario de Acuerdos, José Francisco 

Muril lo González, quien da fe.  
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ELIMINADO: Nombre del actor en foja 1 y 36 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Profesiones del actor en foja 35 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Monto mensual en foja 35 y 36 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de afiliación en foja 36 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Edad del actor en foja 37 y 38 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  



 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL JUZGADO 

PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE 

CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE 

LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE ACUERDOS, ACTUANDO 

EN FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE FECHA DOCE DE AGOSTO DE DOS 

MIL VEINTE, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 304/2019 EN LA QUE SE 

SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE 

DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 40 (CUARENTA) FOJAS ÚTILES.----------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE CONSTAR 

PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA, A UNO DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.----------------------------------------- 

 


